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Cómo se usa este temario Léelo antes de empezar

Este es un temario en formato ley: reúne, tema a tema, el texto literal y vigente de los artículos que entran en el
programa oficial de Administrativo · Ayuntamiento de Agramunt. Son 44 normas, en el orden de tus 40 temas y sin los
artículos derogados. No trae resúmenes ni explicaciones de los temas: es la ley, ordenada y señalada.

Esto es una muestra gratis: lleva 3 de los 40 temas. En el índice, los que no lleva van en gris.

La barra amarilla
Artículo 47. Nulidad de pleno derecho.
1. Los actos de las Administraciones 
Públicas son nulos de pleno derecho en 
los casos…

Un artículo con barra amarilla a su izquierda es uno de los más 
preguntados: tiene 20 preguntas de examen real o más. En este temario 
son 60 artículos. Que un artículo no lleve barra no significa que no 
pueda caer: entra en tu programa.

La cuenta sale de las preguntas de exámenes reales de Administraciones Públicas españolas clasificadas por ley y artículo en

HazteFuncionario.com. Cuenta cerrada en octubre de 2026.

Cómo encontrar un artículo
1 Por el tema: el índice se puede pulsar y los marcadores del PDF llevan a cada tema y, dentro, a cada norma.

2 Por la página: la cabecera dice en qué tema estás y qué artículos hay en esa página, como en un diccionario.

3 Por lo que más se pregunta: cada tema abre con sus artículos más preguntados, y la lista de la página 7 reúne 
los de todo el temario con su página.

Cómo estudiarlo
1 Lee el tema entero una vez y marca la casilla de la 1.ª vuelta.

2 En la 2.ª vuelta, ve directo a los artículos con barra amarilla.

3 Haz las 5 preguntas del final. En la página siguiente está cada solución, con su explicación y el artículo del que 
sale.

4 Sigue practicando: el código del final abre el test de ese tema en haztefuncionario.com.

Créditos y aviso legal. © 2026 OposicionesExpress. Licencia de uso personal: no se permite su reventa ni su difusión pública. Publicación 
sin carácter oficial. Basado en datos de la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado (https://www.boe.es), de EUR-Lex (© Unión Europea, 
https://eur-lex.europa.eu) y del boletín o la sede oficial de las demás normas. Los textos de las normas son textos consolidados de carácter 
meramente informativo: el único con validez legal es el publicado en los boletines oficiales. El de cada norma se reproduce según su 
versión consolidada en la fecha que figura al empezar esa norma en cada tema; una reforma posterior no figura. Programa: el de las bases 
de la convocatoria de Administrativo · Ayuntamiento de Agramunt. Edición de octubre de 2026.
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Índice Pulsa en un tema para ir a él

En gris, los temas que solo trae el temario completo.

TEMARIO COMPLETO

Tema 1 La Constitución de 1978. Principios generales.
CE 1-9

8

Tema 2 El Estatuto de Autonomía de Cataluña: concepto y contenido. Derechos y deberes de la ciudadanía.
EA-CAT 1-14, 15-54

12

Tema 3 La responsabilidad de las administraciones públicas. Responsabilidad patrimonial. La acción de 
responsabilidad. La responsabilidad de las autoridades y del personal al servicio de las 
administraciones públicas.
LRJSP 32-37 · LPACAP 65, 67, 81, 91-92 · L26-2010-CAT 81-87 · LBRL 54

28

Tema 4 La organización municipal: órganos necesarios y órganos complementarios. Competencias de los 
órganos municipales. Organización y funcionamiento del Ayuntamiento de Agramunt.
LBRL 19-24, 46-47 · TRLMRLC 47-65, 97-114 · ROF 35-54, 119-139 · TRRL 18-24

—

Tema 5 La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas. Disposiciones generales. Los interesados en el procedimiento. La actividad de las 
administraciones públicas.
LPACAP 1-33

—

Tema 6 La Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. Disposiciones generales. Los 
órganos de las administraciones públicas. Principios de la potestad sancionadora.
LRJSP 1-31

—

Tema 7 Las haciendas locales. Concepto y principios generales. Recursos de las entidades locales. Autonomía 
financiera municipal. Clasificación de los ingresos locales. Ordenanzas fiscales y potestad 
reglamentaria.
TRLRHL 1-5, 15-19, 39-47, 56 · LBRL 4, 105-116 · CE 133, 140, 142 · TRLMRLC 195-198

—

Tema 8 Los tributos locales. Impuestos municipales obligatorios y potestativos. IBI, IAE e IVTM. ICIO y plusvalía. 
Tasas y contribuciones especiales. Gestión tributaria local. Beneficios fiscales. Recaudación en período 
voluntario y ejecutivo.
TRLRHL 6, 9-14, 20-38, 57-110 · LGT 117-140

—

Tema 9 La recaudación municipal. Recaudación voluntaria y ejecutiva. Providencia de apremio. Embargos. 
Fraccionamientos y aplazamientos. Organismos de recaudación.
RGR 1-25, 44-54, 68-116 · LGT 28, 60-65, 160-173 · TRLRHL 7-8

—

Tema 10 Morosidad y período medio de pago. Normativa sobre morosidad. Obligaciones de pago de las 
administraciones públicas. Cálculo del PMP. Factura electrónica y registro contable de facturas.
LMorosidad 1-11 · RD-635-2014 1-11 · L-FacturaE 1-13 · LOEPSF 4, 13, 18 · LCSP 198-199

—

Tema 11 Responsabilidad contable y rendición de cuentas. El Tribunal de Cuentas y la Sindicatura de Cuentas. 
Rendición de las cuentas anuales. Responsabilidad de los gestores públicos. Responsabilidad contable.
LO-TCu 1-28, 38-43 · LFTCu 27-29, 34-38, 45-51 · L18-2010-SINDICATURA 1-34, 41-42 · TRLRHL 188, 201, 208-212, 223

—

Tema 12 La estructura presupuestaria. Los créditos del presupuesto de gastos: delimitación, situación y niveles 
de vinculación jurídica.
Orden-EHA-3565-2008 1-9, 11-94 · RD-500-1990 17, 24-33 · TRLRHL 167, 172-173, 176

—

Tema 13 La ejecución del presupuesto de gastos y de ingresos: sus fases.
TRLRHL 183-187

—

Índice
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Tema 14 Transparencia y protección de datos. La Ley de transparencia. Publicidad activa. Derecho de acceso a 
la información pública. Buen gobierno. Protección de datos personales. Principios del tratamiento de 
datos. Derechos digitales. Responsables y encargados del tratamiento.
LTBG 1-32 · L19-2014-CAT 1-15, 18-44, 54-57, 62-64 · LOPDGDD 1-10, 28-39, 79-97 · RGPD 1-11, 24-43

—

Tema 15 Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del 
Estatuto Básico del Empleado Público.
TREBEP 1-6, 14-20, 31-47, 50-51, 63-68, 93-100

—

Tema 16 Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores: estructura y contenido.
ET 39-92

—

Tema 17 Clases de personal al servicio de las administraciones públicas según el EBEP. El personal de las 
entidades locales: personal funcionario y personal laboral. El personal eventual. El personal directivo.
TREBEP 8-13 · LBRL 89, 92, 103-104 · TRRL 130, 132, 167, 169-177 · TRLMRLC 282, 287, 291, 304-306

—

Tema 18 Organización del personal de las administraciones públicas y, específicamente, de la Administración 
local: instrumentos de planificación y ordenación.
TREBEP 69-77 · LBRL 90-91 · TRRL 126-129 · TRLMRLC 283-285 · FP-CAT 25-33 · RD-364-1995 7-9

—

Tema 19 Selección: principios constitucionales. Requisitos de acceso. Apreciación de los requisitos. Publicidad. 
Procedimientos selectivos. Sistemas de selección.
CE 23, 103 · TREBEP 55-62 · RD-896-1991 1-9 · RD-364-1995 3-6, 10-18, 20-26 · LBRL 91, 100, 102 · TRRL 133-136 · TRLMRLC…

—

Tema 20 Provisión de puestos de trabajo: sistemas de provisión. Movilidad y permuta. Las comisiones de 
servicio.
TREBEP 78-84 · RD-364-1995 36-42, 44-66 · FP-CAT 61-74 · LBRL 101 · TRRL 168 · TRLMRLC 294-295

—

Tema 21 Deberes de los empleados públicos. Código de conducta.
TREBEP 52-54

—

Tema 22 Contratación laboral y derecho laboral en el ámbito de la Administración local. El contrato de trabajo: 
concepto, elementos y contenido.
ET 1-38 · TREBEP 7 · LBRL 103 · TRRL 177 · TRLMRLC 291

—

Tema 23 Los derechos retributivos. Estructura de las retribuciones de los funcionarios de carrera, retribuciones 
de los funcionarios interinos y retribuciones de los funcionarios en prácticas. Indemnización por razón 
del servicio. Determinación de la cuantía y del incremento retributivo.
TREBEP 21-30 · RD-861-1986 1-8 · RD-Indemnizaciones 1-33 · LBRL 93 · TRRL 153-157 · TRLMRLC 298

—

Tema 24 Reducciones de jornada, licencias y permisos. Aplicación y contenido de la Ley 8/2006, de conciliación 
de la vida personal, familiar y laboral del personal al servicio de las administraciones públicas.
L8-2006-CAT 1-26 · FP-CAT 95-96 · TREBEP 48-49

—

Tema 25 Situaciones administrativas. Servicio activo, excedencia voluntaria, servicios en otras administraciones 
y servicios especiales, suspensión de empleo, excedencia forzosa y expectativa de destino.
FP-CAT 84-91 · TREBEP 85-92

—

Tema 26 El régimen de incompatibilidades del personal al servicio de las entidades locales.
LIncompat 1-20 · L21-1987-CAT 1-24

—

Tema 27 La contratación del sector público en la Administración local. La Ley 9/2017. Ámbito de aplicación y 
principios generales de la contratación pública: libertad de acceso a las licitaciones, publicidad, 
transparencia, igualdad de trato y eficiencia en el gasto público. Órganos de contratación en las 
entidades locales. Capacidad y solvencia de los contratistas. Prohibiciones de contratar.
LCSP 1-11, 61-97, 132

—

Índice
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Tema 28 Clases de contratos del sector público: contratos de obras, servicios, suministros, concesión de obras y 
concesión de servicios. Contratos administrativos y contratos privados. Contratos sujetos a regulación 
armonizada.
LCSP 12-27

—

Tema 29 Modificaciones presupuestarias. Créditos extraordinarios. Suplementos de crédito. Transferencias de 
crédito. Generación y ampliación de créditos. Incorporación de remanentes. Procedimiento de 
aprobación.
TRLRHL 177-182 · RD-500-1990 34-51

—

Tema 30 Ejecución del presupuesto de gastos. Fases de ejecución del gasto público: autorización, disposición, 
reconocimiento de la obligación y pago. Documentos contables. Competencias de los órganos 
municipales. Gastos plurianuales.
TRLRHL 174, 189-190 · RD-500-1990 52-88 · ICAL 34-38

—

Tema 31 Ejecución del presupuesto de ingresos. Derechos reconocidos. Liquidación y recaudación. Anulaciones 
y devoluciones. Procedimiento recaudatorio. Gestión de los ingresos municipales.
LGT 31-32, 101-102, 160-162, 174-177, 221 · RGR 117-123

—

Tema 32 El control interno de las entidades locales. Concepto y finalidad del control interno. Función 
interventora y control financiero. Fiscalización previa limitada. Reparos y discrepancias. El régimen de 
control interno regulado por el Real Decreto 424/2017. Papel de la Intervención municipal en la gestión 
económica.
RD-424-2017 1-40 · TRLRHL 204, 213-222

—

Tema 33 Administración electrónica aplicada a los servicios económicos. Gestión electrónica de los expedientes 
económicos. Plataforma de contratación. Factura electrónica FACe. Interoperabilidad contable. 
Digitalización documental.
L-FacturaE 1-13 · O-HAP-1074-2014 1-11 · LCSP 347 · LPACAP 26-27, 70 · RD-203-2021 46-53 · ENI 1-17, 24-29

—

Tema 34 Calidad y atención a la ciudadanía en los servicios económicos. Atención al público. Información 
tributaria. Derechos de los contribuyentes. Simplificación administrativa. Cartas de servicios. Mejora 
continua.
LGT 34, 85-91 · L19-2014-CAT 58-61 · L26-2010-CAT 34-40

—

Tema 35 Archivo y gestión documental económica. Conservación de documentos contables. Archivo 
electrónico. Ciclo documental. Acceso y custodia de la documentación económica.
L10-2001-ARXCAT 1-12, 20-25, 31-37 · LPACAP 17 · RD-203-2021 54-55 · ENI 21-23

—

Tema 36 Ofimática aplicada a la Administración local. Procesadores de texto. Hojas de cálculo. Bases de datos. 
Gestión de expedientes. Aplicaciones contables municipales. Administración digital.
Sin texto legal: se prepara con preguntas

—

Tema 37 Patrimonio de las entidades locales. Bienes de dominio público y bienes patrimoniales. Inventario 
municipal. Adquisición, enajenación y cesión de bienes. Utilización de los bienes públicos. 
Concesiones demaniales. Responsabilidad en la custodia y gestión patrimonial.
LBRL 79-83 · TRRL 74-87 · TRLMRLC 199-233 · LPAAP 3-8, 28-29, 84-104

—

Tema 38 Endeudamiento local y operaciones de crédito. Operaciones de tesorería. Préstamos a largo plazo. 
Límite de endeudamiento. Autorizaciones necesarias. Prudencia financiera. Destino de los préstamos. 
Control de la carga financiera municipal.
TRLRHL 48-55 · LOEPSF 13-14

—

Tema 39 Ordenanzas fiscales y procedimiento de aprobación. Potestad reglamentaria local en materia 
tributaria. Contenido de las ordenanzas fiscales. Aprobación provisional y definitiva. Información 
pública. Reclamaciones. Entrada en vigor. Modificación y derogación.
TRLRHL 15-19 · LBRL 106-107

—

Índice
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Tema 40 Relaciones con otras administraciones y obligaciones de información económica. Remisión de 
información al Ministerio de Hacienda. Oficina Virtual de Coordinación Financiera con las Entidades 
Locales. Suministro de información presupuestaria. Rendición de cuentas. Informes trimestrales. 
Obligaciones de transparencia económica.
O-HAP-2105-2012 1-12, 15-19 · LOEPSF 6, 27-28 · TRLRHL 208-212 · LTBG 8 · L19-2014-CAT 11

—

Índice
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Lo más preguntado de este temario Por dónde empezar la segunda vuelta

60
artículos llevan barra amarilla: 
tienen 20 preguntas de examen o 
más

191
artículos concentran 8 de cada 10 
preguntas de examen del temario

25
son los de esta lista: los más 
preguntados, con su tema y su 
página

Artículo De qué trata Preguntas de examen Tema Página

1 Art. 21 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 126 — —

2 Art. 1 CE Constitución Española 100 Tema 1 pág. 8

3 Art. 21 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 100 — —

4 Art. 22 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 94 — —

5 Art. 14 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 89 — —

6 Art. 30 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 88 — —

7 Art. 20 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 85 — —

8 Art. 16 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 74 — —

9 Art. 24 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 74 — —

10 Art. 46 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 71 — —

11 Art. 140 CE Constitución Española 71 — —

12 Art. 9 CE Constitución Española 70 Tema 1 pág. 9

13 Art. 89 TREBEP RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Emp… 68 — —

14 Art. 103 CE Constitución Española 63 — —

15 Art. 8 TREBEP RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Emp… 58 — —

16 Art. 47 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 56 — —

17 Art. 23 LBRL Ley 7/1985 bases del régimen local 55 — —

18 Art. 4 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 54 — —

19 Art. 16 LCSP Ley 9/2017 contratos del sector público 48 — —

20 Art. 32 LRJSP Principios de la responsabilidad 47 Tema 3 pág. 28

21 Art. 10 TREBEP RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Emp… 46 — —

22 Art. 2 TRLRHL RDLeg 2/2004 haciendas locales 45 — —

23 Art. 59 TRLRHL RDLeg 2/2004 haciendas locales 45 — —

24 Art. 17 TRLRHL RDLeg 2/2004 haciendas locales 43 — —

25 Art. 5 LPACAP Ley 39/2015 procedimiento administra… 42 — —

Preguntas de exámenes reales sobre cada artículo, según el banco de HazteFuncionario.com (octubre de 2026). Que un artículo no esté 
aquí no significa que no pueda caer. Los artículos sin página están en temas que solo trae el temario completo.

Lo más preguntado de este temario
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TEMARIO COMPLETO 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

1
La Constitución de 1978. Principios generales.

Qué entra en este tema

CE · Constitución Española
arts. 1 a 9 · 9 artículos

9 artículos · empieza en la pág. 8

Lo más preguntado de este tema

Art. 1 CE 100
Art. 9 CE 70
Art. 2 CE 20
Art. 3 CE 17
Art. 7 CE 11

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 200 sobre el tema entero.

CE
Constitución Española
En este tema: arts. 1 a 9 · 9 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-1978-31229

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
1. España se constituye en un Estado social y democrático de Derecho, que propugna como valores superiores
de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.

2. La soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado.

3. La forma política del Estado español es la Monarquía parlamentaria.

Artículo 2.
La Constitución se fundamenta en la indisoluble unidad de la Nación española, patria común e indivisible de
todos los españoles, y reconoce y garantiza el derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que la
integran y la solidaridad entre todas ellas.

Artículo 3.
1. El castellano es la lengua española oficial del Estado. Todos los españoles tienen el deber de conocerla y el
derecho a usarla.

2. Las demás lenguas españolas serán también oficiales en las respectivas Comunidades Autónomas de
acuerdo con sus Estatutos.

3. La riqueza de las distintas modalidades lingüísticas de España es un patrimonio cultural que será objeto de
especial respeto y protección.

Artículo 4.
1. La bandera de España está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de
doble anchura que cada una de las rojas.

2. Los Estatutos podrán reconocer banderas y enseñas propias de las Comunidades Autónomas. Estas se
utilizarán junto a la bandera de España en sus edificios públicos y en sus actos oficiales.

CE · arts. 1-4Tema 1 · La Constitución de 1978. Principios generales.

1
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Artículo 5.
La capital del Estado es la villa de Madrid.

Artículo 6.
Los partidos políticos expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la
voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. Su creación y el ejercicio de su
actividad son libres dentro del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento
deberán ser democráticos.

Artículo 7.
Los sindicatos de trabajadores y las asociaciones empresariales contribuyen a la defensa y promoción de los
intereses económicos y sociales que les son propios. Su creación y el ejercicio de su actividad son libres dentro
del respeto a la Constitución y a la ley. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.

Artículo 8.
1. Las Fuerzas Armadas, constituidas por el Ejército de Tierra, la Armada y el Ejército del Aire, tienen como
misión garantizar la soberanía e independencia de España, defender su integridad territorial y el
ordenamiento constitucional.

2. Una ley orgánica regulará las bases de la organización militar conforme a los principios de la presente
Constitución.

Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.

2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.

3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 1

1 La Constitución Española de 1978 en su Título Preliminar garantiza:

A) La retroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales.

B) La retroactividad de las disposiciones sancionadoras favorables o restrictivas de derechos individuales.

C) La irretroactividad de las disposiciones sancionadoras favorables o restrictivas de derechos individuales.

D) La irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales.
Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha, 2025

2 Según el artículo 5 de la Constitución Española, la capital del Estado es:

A) La ciudad de Madrid

B) El pueblo de Madrid

C) La villa de Madrid

D) La Comunidad de Madrid
Ayuntamiento de Bollullos Par del Condado, 2019

CE · arts. 5-9Tema 1 · La Constitución de 1978. Principios generales.

1
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3 Según el art. 5 de la Constitución Española de 1978, la capital del Estado es:

A) La ciudad de Madrid

B) La villa de Madrid

C) Madrid

D) La capital de Madrid.
Ayuntamiento de Lopera, 2022

4 La soberanía nacional reside en:

A) El Estado

B) El pueblo español

C) El conjunto de los pueblos de España

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
Ayuntamiento de Buitrago del Lozoya

5 El derecho a la autonomía de las nacionalidades y regiones que integran la Nación española se reconoce:

A) En el Título II de la Constitución española.

B) En el artículo 2º de la Constitución española.

C) En el artículo 3º de la Constitución española.

D) En el Título III de la Constitución española.
Ayuntamiento de Almuñécar, 2020

Ponte a pruebaTema 1 · La Constitución de 1978. Principios generales.

1

TEMARIO Administrativo · Ayuntamiento de Agramunt · oposicionesexpress.com pág. 10



Soluciones — Tema 1 Cada una con su explicación y su artículo

1 D Art. 9.3 CE pág. 9 La Constitución garantiza la irretroactividad de las disposiciones sancionadoras que no
sean favorables y de las disposiciones restrictivas de derechos individuales. Esta garantía protege la seguridad
jurídica y evita que una norma posterior perjudicial se aplique a hechos anteriores. En cambio, no se formula
una prohibición general de la retroactividad de las normas favorables.

2 C Art. 5 CE pág. 9 La norma fundamental fija como sede oficial del Estado la villa de Madrid, empleando ese
término concreto y no otra denominación. El detalle decisivo está en la palabra exacta: no se habla de ciudad ni
de comunidad autónoma, sino de villa de Madrid, denominación histórica con la que se conoce
tradicionalmente a la capital. Conviene fijar el término literal, pues las restantes formulaciones alteran esa
expresión y resultan incorrectas.

3 B Art. 5 CE pág. 9 La norma fundamental fija la sede de la capital del Estado empleando una expresión muy
concreta: se refiere a Madrid con el término histórico de villa, no como ciudad ni de otra forma. Conviene
memorizar esa fórmula exacta, pues las alternativas juegan precisamente con sustituir esa palabra. El matiz
decisivo es la denominación literal: villa de Madrid, sede tradicional desde su capitalidad.

4 B Art. 1 CE pág. 8 El poder político supremo pertenece al conjunto de los ciudadanos como cuerpo unitario, es
decir, al pueblo español, y de él emanan todos los poderes del Estado. No se atribuye al Estado como aparato ni
a una suma de pueblos diferenciados, sino a la nación entendida como titular único de la soberanía. Esta
fórmula expresa el principio democrático que sustenta todo el sistema constitucional.

5 B Art. 2 CE pág. 8 La unidad de la Nación española convive con el reconocimiento expreso del derecho a la
autonomía de las nacionalidades y regiones que la integran, junto con la solidaridad entre todas ellas. Esta
declaración se ubica entre los principios fundamentales que abren el texto constitucional, no en los títulos
dedicados a la organización territorial o a las Cortes. Debe distinguirse esta proclamación de principio del
desarrollo posterior sobre la organización del Estado, que aparece en preceptos diferentes.
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EA-CAT
Estatuto de Autonomía de Cataluña
En este tema: arts. 1 a 14 y 15 a 54 · 54 artículos · texto consolidado a 9 de julio de 2026 · BOE-A-2006-13087

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1. Cataluña.
Cataluña, como nacionalidad, ejerce su autogobierno constituida en Comunidad Autónoma de acuerdo con la
Constitución y con el presente Estatuto, que es su norma institucional básica.

Artículo 2. La Generalitat.
1. La Generalitat es el sistema institucional en que se organiza políticamente el autogobierno de Cataluña.

2. La Generalitat está integrada por el Parlamento, la Presidencia de la Generalitat, el Gobierno y las demás
instituciones que establece el Capítulo V, del Título II.

3. Los municipios, las veguerías, las comarcas y los demás entes locales que las leyes determinen, también
integran el sistema institucional de la Generalitat, como entes en los que ésta se organiza territorialmente, sin
perjuicio de su autonomía.

4. Los poderes de la Generalitat emanan del pueblo de Cataluña y se ejercen de acuerdo con lo establecido en
el presente Estatuto y la Constitución.

Artículo 3. Marco político.
1. Las relaciones de la Generalitat con el Estado se fundamentan en el principio de la lealtad institucional
mutua y se rigen por el principio general según el cual la Generalitat es Estado, por el principio de autonomía,
por el de bilateralidad y también por el de multilateralidad.

2. Cataluña tiene en el Estado español y en la Unión Europea su espacio político y geográfico de referencia e
incorpora los valores, los principios y las obligaciones que derivan del hecho de formar parte de los mismos.

Artículo 4. Derechos y principios rectores.
1. Los poderes públicos de Cataluña deben promover el pleno ejercicio de las libertades y los derechos que
reconocen el presente Estatuto, la Constitución, la Unión Europea, la Declaración Universal de Derechos
Humanos, el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y los demás tratados y convenios
internacionales suscritos por España que reconocen y garantizan los derechos y las libertades fundamentales.
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2. Los poderes públicos de Cataluña deben promover las condiciones para que la libertad y la igualdad de los
individuos y de los grupos sean reales y efectivas; deben facilitar la participación de todas las personas en la
vida política, económica, cultural y social, y deben reconocer el derecho de los pueblos a conservar y
desarrollar su identidad.

3. Los poderes públicos de Cataluña deben promover los valores de la libertad, la democracia, la igualdad, el
pluralismo, la paz, la justicia, la solidaridad, la cohesión social, la equidad de género y el desarrollo sostenible.

Artículo 5. Los derechos históricos.
El autogobierno de Cataluña se fundamenta también en los derechos históricos del pueblo catalán, en sus
instituciones seculares y en la tradición jurídica catalana, que el presente Estatuto incorpora y actualiza al
amparo del artículo 2, la disposición transitoria segunda y otros preceptos de la Constitución, de los que
deriva el reconocimiento de una posición singular de la Generalitat en relación con el derecho civil, la lengua,
la cultura, la proyección de éstas en el ámbito educativo, y el sistema institucional en que se organiza la
Generalitat.

Se declara que este artículo no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 10, por 
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409 En el mismo sentido, según el fundamento jurídico 4, la Sentencia del TC 
137/2010, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2011-1000

Artículo 6. La lengua propia y las lenguas oficiales.
1. La lengua propia de Cataluña es el catalán. Como tal, el catalán es la lengua de uso normal y preferente de
las Administraciones públicas y de los medios de comunicación públicos de Cataluña, y es también la lengua
normalmente utilizada como vehicular y de aprendizaje en la enseñanza.
Téngase en cuenta que se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del apartado 1 por Sentencia del TC 31/2010, de 28 de 
junio. Ref. BOE-A-2010-11409.

2. El catalán es la lengua oficial de Cataluña. También lo es el castellano, que es la lengua oficial del Estado
español. Todas las personas tienen derecho a utilizar las dos lenguas oficiales y los ciudadanos de Cataluña el
derecho y el deber de conocerlas. Los poderes públicos de Cataluña deben establecer las medidas necesarias
para facilitar el ejercicio de estos derechos y el cumplimiento de este deber. De acuerdo con lo dispuesto en el
artículo 32, no puede haber discriminación por el uso de una u otra lengua.

3. La Generalitat y el Estado deben emprender las acciones necesarias para el reconocimiento de la oficialidad
del catalán en la Unión Europea y la presencia y la utilización del catalán en los organismos internacionales y
en los tratados internacionales de contenido cultural o lingüístico.

4. La Generalitat debe promover la comunicación y la cooperación con las demás comunidades y los demás
territorios que comparten patrimonio lingüístico con Cataluña. A tales efectos, la Generalitat y el Estado,
según proceda, pueden suscribir convenios, tratados y otros mecanismos de colaboración para la promoción y
la difusión exterior del catalán.

5. La lengua occitana, denominada aranés en Arán, es la lengua propia de este territorio y es oficial en
Cataluña, de acuerdo con lo establecido por el presente Estatuto y las leyes de normalización lingüística.
Se declara que el apartado 2 no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 6, por 
Sentencia 137/2010, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2011-1000 Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del apartado 1 
y que el apartado 2 no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 114.b), por 
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

Artículo 7. La condición política de catalanes.
1. Gozan de la condición política de catalanes o ciudadanos de Cataluña los ciudadanos españoles que tienen
vecindad administrativa en Cataluña. Sus derechos políticos se ejercen de acuerdo con el presente Estatuto y
las leyes.

2. Gozan, como catalanes, de los derechos políticos definidos por el presente Estatuto los españoles residentes
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en el extranjero que han tenido en Cataluña la última vecindad administrativa, así como sus descendientes
que mantienen esta ciudadanía, si así lo solicitan, en la forma que determine la ley.

Artículo 8. Símbolos de Cataluña.
1. Cataluña, definida como nacionalidad en el artículo primero, tiene como símbolos nacionales la bandera, la
fiesta y el himno.

2. La bandera de Cataluña es la tradicional de cuatro barras rojas en fondo amarillo y debe estar presente en
los edificios públicos y en los actos oficiales que tengan lugar en Cataluña.

3. La fiesta de Cataluña es el Día Once de Septiembre.

4. El himno de Cataluña es «Els segadors».

5. El Parlamento debe regular las distintas expresiones del marco simbólico de Cataluña y debe fijar su orden
protocolario.

6. La protección jurídica de los símbolos de Cataluña es la que corresponde a los demás símbolos del Estado.
Se declara que el apartado 1 no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 12, por 
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

Artículo 9. El territorio.
El territorio de Cataluña es el que corresponde a los límites geográficos y administrativos de la Generalitat en
el momento de la entrada en vigor del presente Estatuto.

Artículo 10. La capital.
La capital de Cataluña es la ciudad de Barcelona, que es la sede permanente del Parlamento, de la Presidencia
de la Generalitat y del Gobierno, sin perjuicio de que el Parlamento y el Gobierno puedan reunirse en otros
lugares de Cataluña, de acuerdo con lo que establecen, respectivamente, el Reglamento del Parlamento y la
ley.

Artículo 11. Arán.
1. El pueblo aranés ejerce el autogobierno mediante el presente Estatuto, el Conselh Generau de Aran y las
demás instituciones propias.

2. Los ciudadanos de Cataluña y sus instituciones políticas reconocen a Arán como una realidad occitana
dotada de identidad cultural, histórica, geográfica y lingüística, defendida por los araneses a lo largo de los
siglos. El presente Estatuto reconoce, ampara y respeta esta singularidad y reconoce Arán como entidad
territorial singular dentro de Cataluña, la cual es objeto de una particular protección por medio de un
régimen jurídico especial.

Artículo 12. Los territorios con vínculos históricos, lingüísticos y culturales con Cataluña.
La Generalitat debe promover la comunicación, el intercambio cultural y la cooperación con las comunidades
y los territorios, pertenecientes o no al Estado español, que tienen vínculos históricos, lingüísticos y culturales
con Cataluña. A tales efectos, la Generalitat y el Estado, según proceda, pueden suscribir convenios, tratados y
otros instrumentos de colaboración en todos los ámbitos, que pueden incluir la creación de organismos
comunes.

Artículo 13. Las comunidades catalanas en el exterior.
La Generalitat, en los términos establecidos por la ley, debe fomentar los vínculos sociales, económicos y
culturales con las comunidades catalanas en el exterior y debe prestarles la asistencia necesaria. A tal fin, la
Generalitat, según proceda, puede formalizar acuerdos de cooperación con las instituciones públicas y
privadas de los territorios y los países donde se encuentran las comunidades catalanas en el exterior y puede
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solicitar al Estado la suscripción de tratados internacionales sobre esta materia.

Artículo 14. Eficacia territorial de las normas.
1. Las normas y disposiciones de la Generalitat y el derecho civil de Cataluña tienen eficacia territorial, sin
perjuicio de las excepciones que puedan establecerse en cada materia y de las situaciones que deban regirse
por el estatuto personal u otras normas de extraterritorialidad.

2. Los extranjeros que adquieren la nacionalidad española quedan sometidos al derecho civil catalán mientras
mantengan la vecindad administrativa en Cataluña, salvo que manifiesten su voluntad en contra.

TÍTULO I DERECHOS, DEBERES Y PRINCIPIOS RECTORES

CAPÍTULO I DERECHOS Y DEBERES DEL ÁMBITO CIVIL Y SOCIAL

Artículo 15. Derechos de las personas.
1. Los ciudadanos de Cataluña son titulares de los derechos y deberes reconocidos por las normas a que se
refiere el artículo 4.1.

2. Todas las personas tienen derecho a vivir con dignidad, seguridad y autonomía, libres de explotación, de
malos tratos y de todo tipo de discriminación, y tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad y
capacidad personal.

3. Los derechos que el presente Estatuto reconoce a los ciudadanos de Cataluña pueden extenderse a otras
personas, en los términos que establecen las leyes.

Artículo 16. Derechos en el ámbito de las familias.
Todas las personas tienen derecho, de acuerdo con los requisitos establecidos por la ley, a recibir prestaciones
sociales y ayudas públicas para atender las cargas familiares.

Artículo 17. Derechos de los menores.
Los menores tienen derecho a recibir la atención integral necesaria para el desarrollo de su personalidad y su
bienestar en el contexto familiar y social.

Artículo 18. Derechos de las personas mayores.
Las personas mayores tienen derecho a vivir con dignidad, libres de explotación y de malos tratos, sin que
puedan ser discriminadas debido a su edad.

Artículo 19. Derechos de las mujeres.
1. Todas las mujeres tienen derecho al libre desarrollo de su personalidad y capacidad personal, y a vivir con
dignidad, seguridad y autonomía, libres de explotación, malos tratos y todo tipo de discriminación.

2. Las mujeres tienen derecho a participar en condiciones de igualdad de oportunidades con los hombres en
todos los ámbitos públicos y privados.

Artículo 20. Derecho a vivir con dignidad el proceso de la muerte.
1. Todas las personas tienen derecho a recibir un adecuado tratamiento del dolor y cuidados paliativos
integrales y a vivir con dignidad el proceso de su muerte.

2. Todas las personas tienen derecho a expresar su voluntad de forma anticipada para dejar constancia de las
instrucciones sobre las intervenciones y los tratamientos médicos que puedan recibir, que deben ser
respetadas en los términos que establecen las leyes, especialmente por el personal sanitario cuando no estén
en condiciones de expresar personalmente su voluntad.
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Artículo 21. Derechos y deberes en el ámbito de la educación.
1. Todas las personas tienen derecho a una educación de calidad y a acceder a la misma en condiciones de
igualdad. La Generalitat debe establecer un modelo educativo de interés público que garantice estos derechos.

2. Las madres y los padres tienen garantizado, de acuerdo con los principios establecidos por el artículo 37.4,
el derecho que les asiste para que sus hijos e hijas reciban la formación religiosa y moral que esté de acuerdo
con sus convicciones en las escuelas de titularidad pública, en las que la enseñanza es laica.

3. Los centros docentes privados pueden ser sostenidos con fondos públicos de acuerdo con lo que
determinen las leyes, para garantizar los derechos de acceso en condiciones de igualdad y a la calidad de la
enseñanza.

4. La enseñanza es gratuita en todas las etapas obligatorias y en los demás niveles que se establezcan por ley.

5. Todas las personas tienen derecho a la formación profesional y a la formación permanente, en los términos
establecidos por las leyes.

6. Todas las personas tienen derecho a disponer, en los términos y condiciones que establezcan las leyes, de
ayudas públicas para satisfacer los requerimientos educativos y para acceder en igualdad de condiciones a los
niveles educativos superiores, en función de sus recursos económicos, aptitudes y preferencias.

7. Las personas con necesidades educativas especiales tienen derecho a recibir el apoyo necesario que les
permita acceder al sistema educativo, de acuerdo con lo establecido por las leyes.

8. Los miembros de la comunidad educativa tienen derecho a participar en los asuntos escolares y
universitarios en los términos establecidos por las leyes.

Artículo 22. Derechos y deberes en el ámbito cultural.
1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a la cultura y al desarrollo de sus
capacidades creativas individuales y colectivas.

2. Todas las personas tienen el deber de respetar y preservar el patrimonio cultural.

Artículo 23. Derechos en el ámbito de la salud.
1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad y gratuidad a los servicios
sanitarios de responsabilidad pública, en los términos que se establecen por ley.

2. Los usuarios de la sanidad pública tienen derecho al respeto de sus preferencias en lo que concierne a la
elección de médico o médica y de centro sanitario, en los términos y las condiciones que establecen las leyes.

3. Todas las personas, con relación a los servicios sanitarios públicos y privados, tienen derecho a ser
informadas sobre los servicios a que pueden acceder y los requisitos necesarios para su uso; sobre los
tratamientos médicos y sus riesgos, antes de que les sean aplicados; a dar el consentimiento para cualquier
intervención; a acceder a la historia clínica propia, y a la confidencialidad de los datos relativos a la salud
propia, en los términos que se establecen por ley.

Artículo 24. Derechos en el ámbito de los servicios sociales.
1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las prestaciones de la red de
servicios sociales de responsabilidad pública, a ser informadas sobre estas prestaciones y a dar el
consentimiento para cualquier actuación que les afecte personalmente, en los términos que establecen las
leyes.

2. Las personas con necesidades especiales, para mantener la autonomía personal en las actividades de la vida
diaria, tienen derecho a recibir la atención adecuada a su situación, de acuerdo con las condiciones que
legalmente se establecen.

3. Las personas o las familias que se encuentran en situación de pobreza tienen derecho a acceder a una renta

EA-CAT · arts. 21-24Tema 2 · El Estatuto de Autonomía de Cataluña: concepto y contenido. Derechos y deberes de la ciudadanía.

2

TEMARIO Administrativo · Ayuntamiento de Agramunt · oposicionesexpress.com pág. 16



garantizada de ciudadanía que les asegure los mínimos de una vida digna, de acuerdo con las condiciones que
legalmente se establecen.

4. Las organizaciones del tercer sector social tienen derecho a ejercer sus funciones en los ámbitos de la
participación y la colaboración sociales.

Artículo 25. Derechos en el ámbito laboral.
1. Los trabajadores tienen derecho a formarse y promoverse profesionalmente y a acceder de forma gratuita a
los servicios públicos de ocupación.

2. Las personas excluidas del mercado de trabajo porque no han podido acceder o reinsertarse al mismo y no
disponen de medios de subsistencia propios tienen derecho a percibir prestaciones y recursos no
contributivos de carácter paliativo, en los términos establecidos por ley.

3. Todos los trabajadores tienen derecho a ejercer las tareas laborales y profesionales en condiciones de
garantía para la salud, la seguridad y la dignidad de las personas.

4. Los trabajadores, o sus representantes, tienen derecho a la información, la consulta y la participación en las
empresas.

5. Las organizaciones sindicales y empresariales tienen derecho a ejercer sus funciones en los ámbitos de la
concertación social, la participación y la colaboración social.

Artículo 26. Derechos en el ámbito de la vivienda.
Las personas que no disponen de los recursos suficientes tienen derecho a acceder a una vivienda digna, para
lo cual los poderes públicos deben establecer por ley un sistema de medidas que garantice este derecho, con
las condiciones que la ley determine.

Artículo 27. Derechos y deberes con relación al medio ambiente.
1. Todas las personas tienen derecho a vivir en un medio equilibrado, sostenible y respetuoso hacia la salud,
de acuerdo con los estándares y los niveles de protección que determinan las leyes. Tienen también derecho a
gozar de los recursos naturales y del paisaje en condiciones de igualdad y tienen el deber de hacer un uso
responsable de los mismos y evitar su despilfarro.

2. Todas las personas tienen derecho a la protección ante las distintas formas de contaminación, de acuerdo
con los estándares y los niveles que se determinen por ley. Tienen también el deber de colaborar en la
conservación del patrimonio natural y en las actuaciones que tiendan a eliminar las diferentes formas de
contaminación, con el objetivo de su mantenimiento y conservación para las generaciones futuras.

3. Todas las personas tienen derecho a acceder a la información medioambiental de que disponen los poderes
públicos. El derecho de información sólo puede ser limitado por motivos de orden público justificados, en los
términos que establecen las leyes.

Artículo 28. Derechos de los consumidores y usuarios.
1. Las personas, en su condición de consumidoras y usuarias de bienes y de servicios, tienen derecho a la
protección de su salud y seguridad. Tienen también derecho a una información veraz y comprensible sobre
las características y los precios de los productos y de los servicios, a un régimen de garantías de los productos
adquiridos y de los suministros contratados y a la protección de sus intereses económicos ante conductas
abusivas, negligentes o fraudulentas.

2. Los consumidores y usuarios tienen derecho a ser informados y a participar, directamente o mediante sus
representantes, en lo que se refiere a las Administraciones públicas de Cataluña, en los términos que
establecen las leyes.
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CAPÍTULO II DE LOS DERECHOS EN EL ÁMBITO POLÍTICO Y DE LA ADMINISTRACIÓN

Artículo 29. Derecho de participación.
1. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a participar en condiciones de igualdad en los asuntos públicos
de Cataluña, de forma directa o bien a través de representantes, en los supuestos y en los términos que
establecen el presente Estatuto y las leyes.

2. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a elegir a sus representantes en los órganos políticos
representativos y a presentarse como candidatos, de acuerdo con las condiciones y los requisitos que
establecen las leyes.

3. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a promover y presentar iniciativas legislativas al Parlamento, en
los términos que establecen el presente Estatuto y las leyes.

4. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a participar, directamente o a través de entidades asociativas,
en el proceso de elaboración de las leyes del Parlamento, mediante los procedimientos que establezca el
Reglamento del Parlamento.

5. Todas las personas tienen derecho a dirigir peticiones y a plantear quejas, en la forma y con los efectos que
establecen las leyes, a las instituciones y la Administración de la Generalitat, así como a los entes locales de
Cataluña, en materias de las respectivas competencias. La ley debe establecer las condiciones de ejercicio y
los efectos de este derecho y las obligaciones de las instituciones receptoras.

6. Los ciudadanos de Cataluña tienen derecho a promover la convocatoria de consultas populares por parte de
la Generalitat y los Ayuntamientos, en materia de las competencias respectivas, en la forma y las condiciones
que las leyes establecen.

Artículo 30. Derechos de acceso a los servicios públicos y a una buena Administración.
1. Todas las personas tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a los servicios públicos y a los
servicios económicos de interés general. Las Administraciones públicas deben fijar las condiciones de acceso
y los estándares de calidad de estos servicios, con independencia del régimen de su prestación.

2. Todas las personas tienen derecho a ser tratadas por los poderes públicos de Cataluña, en los asuntos que
les afectan, de forma imparcial y objetiva, y a que la actuación de los poderes públicos sea proporcionada a las
finalidades que la justifican.

3. Las leyes deben regular las condiciones de ejercicio y las garantías de los derechos a que se refieren los
apartados 1 y 2 y determinar los casos en que las Administraciones públicas de Cataluña y los servicios
públicos que de ella dependen deben adoptar una carta de derechos de los usuarios y de obligaciones de los
prestadores.

Artículo 31. Derecho a la protección de los datos personales.
Todas las personas tienen derecho a la protección de los datos personales contenidos en los ficheros que son
competencia de la Generalitat y el derecho a acceder a los mismos, a su examen y a obtener su corrección.
Una autoridad independiente, designada por el Parlamento, debe velar por el respeto de estos derechos en los
términos que establecen las leyes.

CAPÍTULO III DERECHOS Y DEBERES LINGÜÍSTICOS

Artículo 32. Derechos y deberes de conocimiento y uso de las lenguas.
Todas las personas tienen derecho a no ser discriminadas por razones lingüísticas. Los actos jurídicos
realizados en cualquiera de las dos lenguas oficiales tienen, en cuanto a la lengua, plena validez y eficacia.
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Artículo 33. Derechos lingüísticos ante las Administraciones públicas y las instituciones estatales.
1. Los ciudadanos tienen el derecho de opción lingüística. En las relaciones con las instituciones, las
organizaciones y las Administraciones públicas en Cataluña, todas las personas tienen derecho a utilizar la
lengua oficial que elijan. Este derecho obliga a las instituciones, organizaciones y Administraciones públicas,
incluida la Administración electoral en Cataluña, y, en general, a las entidades privadas que dependen de las
mismas cuando ejercen funciones públicas.

2. Todas las personas, en las relaciones con la Administración de Justicia, el Ministerio Fiscal, el notariado y
los registros públicos, tienen derecho a utilizar la lengua oficial que elijan en todas las actuaciones judiciales,
notariales y registrales, y a recibir toda la documentación oficial emitida en Cataluña en la lengua solicitada,
sin que puedan sufrir indefensión ni dilaciones indebidas debido a la lengua utilizada, ni se les pueda exigir
ningún tipo de traducción.

3. Para garantizar el derecho de opción lingüística, los Jueces y los Magistrados, los Fiscales, los notarios, los
registradores de la propiedad y mercantiles, los encargados del Registro Civil y el personal al servicio de la
Administración de Justicia, para prestar sus servicios en Cataluña, deben acreditar, en la forma establecida en
las leyes, que tienen un nivel de conocimiento adecuado y suficiente de las lenguas oficiales, que los hace
aptos para ejercer las funciones propias de su cargo o su puesto de trabajo.

4. Para garantizar el derecho de opción lingüística, la Administración del Estado situada en Cataluña debe
acreditar que el personal a su servicio tiene un nivel de conocimiento adecuado y suficiente de las dos lenguas
oficiales, que lo hace apto para ejercer las funciones propias de su puesto de trabajo.

5. Los ciudadanos de Cataluña tienen el derecho a relacionarse por escrito en catalán con los órganos
constitucionales y con los órganos jurisdiccionales de ámbito estatal, de acuerdo con el procedimiento
establecido por la legislación correspondiente. Estas instituciones deben atender y deben tramitar los escritos
presentados en catalán que tendrán, en todo caso, plena eficacia jurídica.

Se declara que el apartado 5 no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 21, por 
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409 En el mismo sentido, según el fundamento jurídico 6, la Sentencia del TC 
137/2010, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2011-1000

Artículo 34. Derechos lingüísticos de los consumidores y usuarios.
Todas las personas tienen derecho a ser atendidas oralmente y por escrito en la lengua oficial que elijan en su
condición de usuarias o consumidoras de bienes, productos y servicios. Las entidades, las empresas y los
establecimientos abiertos al público en Cataluña quedan sujetos al deber de disponibilidad lingüística en los
términos establecidos por ley.

Se declara que este artículo no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 22, por 
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409 En el mismo sentido, según el fundamento jurídico 6, la Sentencia del TC 
137/2010, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2011-1000

Artículo 35. Derechos lingüísticos en el ámbito de la enseñanza.
1. Todas las personas tienen derecho a recibir la enseñanza en catalán, de acuerdo con lo establecido por el
presente Estatuto. El catalán debe utilizarse normalmente como lengua vehicular y de aprendizaje en la
enseñanza universitaria y en la no universitaria.

2. Los alumnos tienen derecho a recibir la enseñanza en catalán en la enseñanza no universitaria. Tienen
también el derecho y el deber de conocer con suficiencia oral y escrita el catalán y el castellano al finalizar la
enseñanza obligatoria, sea cual sea su lengua habitual al incorporarse a la enseñanza. La enseñanza del
catalán y el castellano debe tener una presencia adecuada en los planes de estudios.

3. Los alumnos tienen derecho a no ser separados en centros ni en grupos de clase distintos por razón de su
lengua habitual.
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4. Los alumnos que se incorporen más tarde de la edad correspondiente al sistema escolar de Cataluña gozan
del derecho a recibir un apoyo lingüístico especial si la falta de comprensión les dificulta seguir con
normalidad la enseñanza.

5. El profesorado y el alumnado de los centros universitarios tienen derecho a expresarse, oralmente y por
escrito, en la lengua oficial que elijan.
Se declara que el apartado 1 y el primer enunciado del apartado 2 no son inconstitucionales, siempre que se interpreten en los términos 
establecidos en el fundamento jurídico 24, por Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

Artículo 36. Derechos con relación al aranés.
1. En Arán todas las personas tienen el derecho a conocer y utilizar el aranés y a ser atendidas oralmente y por
escrito en aranés en sus relaciones con las Administraciones públicas y con las entidades públicas y privadas
que dependen de las mismas.

2. Los ciudadanos de Arán tienen el derecho a utilizar el aranés en sus relaciones con la Generalitat.

3. Deben determinarse por ley los demás derechos y deberes lingüísticos con relación al aranés.

CAPÍTULO IV GARANTÍAS DE LOS DERECHOS ESTATUTARIOS

Artículo 37. Disposiciones generales.
1. Los derechos reconocidos por los capítulos I, II y III del presente Título vinculan a todos los poderes
públicos de Cataluña y, de acuerdo con la naturaleza de cada derecho, a los particulares. Las disposiciones
dictadas por los poderes públicos de Cataluña deben respetar estos derechos y deben interpretarse y aplicarse
en el sentido más favorable para su plena efectividad. Los derechos reconocidos en los artículos 32 y 33
vinculan también a la Administración General del Estado en Cataluña.

2. El Parlamento debe aprobar por ley la Carta de los derechos y deberes de los ciudadanos de Cataluña. Las
disposiciones del presente artículo relativas a los derechos reconocidos por los capítulos I, II y III del presente
Título se aplican también a los derechos reconocidos por dicha Carta.

3. La regulación esencial y el desarrollo directo de los derechos reconocidos por los capítulos I, II y III del
presente Título deben realizarse por ley del Parlamento.

4. Los derechos y principios del presente Título no supondrán una alteración del régimen de distribución de
competencias, ni la creación de títulos competenciales nuevos o la modificación de los ya existentes. Ninguna
de las disposiciones de este Título puede ser desarrollada, aplicada o interpretada de forma que reduzca o
limite los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución y por los tratados y convenios
internacionales ratificados por España.

Artículo 38. Tutela.
1. Los derechos reconocidos por los capítulos I, II y III del presente Título y por la Carta de los derechos y
deberes de los ciudadanos de Cataluña son tutelados por el Consejo de Garantías Estatutarias, de acuerdo con
lo establecido por el artículo 76.2.b) y c).

2. Los actos que vulneren los derechos reconocidos por los capítulos I, II y III del presente Título y por la
Carta de los derechos y deberes de los ciudadanos de Cataluña serán objeto de recurso ante el Tribunal
Superior de Justicia de Cataluña, de acuerdo con los procedimientos establecidos en las leyes.

CAPÍTULO V PRINCIPIOS RECTORES

Artículo 39. Disposiciones generales.
1. Los poderes públicos de Cataluña deben orientar las políticas públicas de acuerdo con los principios
rectores que establecen la Constitución y el presente Estatuto. En el ejercicio de sus competencias, los poderes
públicos de Cataluña deben promover y adoptar las medidas necesarias para garantizar su plena eficacia.
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2. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios rectores informan la legislación positiva, la
práctica judicial y la actuación de los poderes públicos.

3. Los principios rectores son exigibles ante la jurisdicción, de acuerdo con lo que determinan las leyes y las
demás disposiciones que los desarrollan.

Artículo 40. Protección de las personas y de las familias.
1. Los poderes públicos deben tener como objetivo la mejora de la calidad de vida de todas las personas.

2. Los poderes públicos deben garantizar la protección jurídica, económica y social de las distintas
modalidades de familia previstas en las leyes, como estructura básica y factor de cohesión social y como
primer núcleo de convivencia de las personas. Asimismo, deben promover las medidas económicas y
normativas de apoyo a las familias dirigidas a garantizar la conciliación de la vida laboral y familiar y a tener
descendencia, con especial atención a las familias numerosas.

3. Los poderes públicos deben garantizar la protección de los niños, especialmente contra toda forma de
explotación, abandono, malos tratos o crueldad y de la pobreza y sus efectos. En todas las actuaciones llevadas
a cabo por los poderes públicos o por instituciones privadas el interés superior del niño debe ser prioritario.

4. Los poderes públicos deben promover políticas públicas que favorezcan la emancipación de los jóvenes,
facilitándoles el acceso al mundo laboral y a la vivienda para que puedan desarrollar su propio proyecto de
vida y participar en igualdad de derechos y deberes en la vida social y cultural.

5. Los poderes públicos deben garantizar la protección jurídica de las personas con discapacidades y deben
promover su integración social, económica y laboral. También deben adoptar las medidas necesarias para
suplir o complementar el apoyo de su entorno familiar directo.

6. Los poderes públicos deben garantizar la protección de las personas mayores para que puedan llevar una
vida digna e independiente y participar en la vida social y cultural. También deben procurar la plena
integración de las personas mayores en la sociedad mediante políticas públicas basadas en el principio de
solidaridad intergeneracional.

7. Los poderes públicos deben promover la igualdad de las distintas uniones estables de pareja, teniendo en
cuenta sus características, con independencia de la orientación sexual de sus miembros. La ley debe regular
dichas uniones y otras formas de convivencia y sus efectos.

8. Los poderes públicos deben promover la igualdad de todas las personas con independencia de su origen,
nacionalidad, sexo, raza, religión, condición social u orientación sexual, así como promover la erradicación
del racismo, del antisemitismo, de la xenofobia, de la homofobia y de cualquier otra expresión que atente
contra la igualdad y la dignidad de las personas.

Artículo 41. Perspectiva de género.
1. Los poderes públicos deben garantizar el cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades entre
mujeres y hombres en el acceso a la ocupación, la formación, la promoción profesional, las condiciones de
trabajo, incluida la retribución, y en todas las demás situaciones, así como garantizar que las mujeres no sean
discriminadas por causa de embarazo o maternidad.

2. Los poderes públicos deben garantizar la transversalidad en la incorporación de la perspectiva de género y
de las mujeres en todas las políticas públicas para conseguir la igualdad real y efectiva y la paridad entre
mujeres y hombres.

3. Las políticas públicas deben garantizar que se haga frente de modo integral a todas las formas de violencia
contra las mujeres y a los actos de carácter sexista y discriminatorio; deben fomentar el reconocimiento del
papel de las mujeres en los ámbitos cultural, histórico, social y económico, y deben promover la participación
de los grupos y las asociaciones de mujeres en la elaboración y evaluación de dichas políticas.
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4. Los poderes públicos deben reconocer y tener en cuenta el valor económico del trabajo de cuidado y
atención en el ámbito doméstico y familiar en la fijación de sus políticas económicas y sociales.

5. Los poderes públicos, en el ámbito de sus competencias y en los supuestos previstos en la ley, deben velar
para que la libre decisión de la mujer sea determinante en todos los casos que puedan afectar a su dignidad,
integridad y bienestar físico y mental, en particular en lo que concierne al propio cuerpo y a su salud
reproductiva y sexual.

Artículo 42. La cohesión y el bienestar sociales.
1. Los poderes públicos deben promover políticas públicas que fomenten la cohesión social y que garanticen
un sistema de servicios sociales, de titularidad pública y concertada, adecuado a los indicadores económicos y
sociales de Cataluña.

2. Los poderes públicos deben velar por la plena integración social, económica y laboral de las personas y los
colectivos más necesitados de protección, especialmente de los que se encuentran en situación de pobreza y
riesgo de exclusión social.

3. Los poderes públicos deben velar por la dignidad, la seguridad y la protección integral de las personas,
especialmente de las más vulnerables.

4. Los poderes públicos deben garantizar la calidad del servicio y la gratuidad de la asistencia sanitaria pública
en los términos que establece la ley.

5. Los poderes públicos deben promover políticas preventivas y comunitarias y deben garantizar la calidad del
servicio y la gratuidad de los servicios sociales que las leyes determinan como básicos.

6. Los poderes públicos deben emprender las acciones necesarias para establecer un régimen de acogida de
las personas inmigradas y deben promover las políticas que garanticen el reconocimiento y la efectividad de
los derechos y deberes de las personas inmigradas, la igualdad de oportunidades, las prestaciones y las ayudas
que permitan su plena acomodación social y económica y la participación en los asuntos públicos.

7. Los poderes públicos deben velar por la convivencia social, cultural y religiosa entre todas las personas en
Cataluña y por el respeto a la diversidad de creencias y convicciones éticas y filosóficas de las personas, y
deben fomentar las relaciones interculturales mediante el impulso y la creación de ámbitos de conocimiento
recíproco, diálogo y mediación. También deben garantizar el reconocimiento de la cultura del pueblo gitano
como salvaguarda de la realidad histórica de este pueblo.

Artículo 43. Fomento de la participación.
1. Los poderes públicos deben promover la participación social en la elaboración, prestación y evaluación de
las políticas públicas, así como la participación individual y asociativa en los ámbitos cívico, social, cultural,
económico y político, con pleno respeto a los principios de pluralismo, libre iniciativa y autonomía.

2. Los poderes públicos deben facilitar la participación y representación ciudadanas y políticas, con especial
atención a las zonas menos pobladas del territorio.

3. Los poderes públicos deben procurar que las campañas institucionales que se organicen en ocasión de los
procesos electorales tengan como finalidad la de promover la participación ciudadana y que los electores
reciban de los medios de comunicación una información veraz, objetiva, neutral y respetuosa del pluralismo
político sobre las candidaturas que concurren en los procesos electorales.

Artículo 44. Educación, investigación y cultura.
1. Los poderes públicos deben garantizar la calidad del sistema de enseñanza y deben impulsar una formación
humana, científica y técnica del alumnado basada en los valores sociales de igualdad, solidaridad, libertad,
pluralismo, responsabilidad cívica y los otros que fundamentan la convivencia democrática.

2. Los poderes públicos deben promover el conocimiento suficiente de una tercera lengua al finalizar la
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enseñanza obligatoria.

3. Los poderes públicos deben promover e impulsar la implicación y la participación de la familia en la
educación de los hijos e hijas, en el marco de la comunidad educativa, y deben facilitar y promover el acceso a
las actividades de educación en el tiempo libre.

4. Los poderes públicos deben fomentar la investigación y la investigación científica de calidad, la creatividad
artística y la conservación y la difusión del patrimonio cultural de Cataluña.

5. Los poderes públicos deben emprender las acciones necesarias para facilitar a todas las personas el acceso
a la cultura, a los bienes y a los servicios culturales y al patrimonio cultural, arqueológico, histórico, industrial
y artístico de Cataluña.

Artículo 45. Ámbito socioeconómico.
1. Los poderes públicos deben adoptar las medidas necesarias para promover el progreso económico y el
progreso social de Cataluña y de sus ciudadanos, basados en los principios de la solidaridad, la cohesión, el
desarrollo sostenible y la igualdad de oportunidades.

2. Los poderes públicos deben promover una distribución de la renta personal y territorial más equitativa en
el marco de un sistema catalán de bienestar.

3. Los poderes públicos deben adoptar las medidas necesarias para garantizar los derechos laborales y
sindicales de los trabajadores, deben impulsar y deben promover su participación en las empresas y las
políticas de ocupación plena, de fomento de la estabilidad laboral, de formación de las personas trabajadoras,
de prevención de riesgos laborales, de seguridad e higiene en el trabajo, de creación de unas condiciones
dignas en el puesto de trabajo, de no discriminación por razón de género y de garantía del descanso necesario
y vacaciones retribuidas.

4. La Generalitat debe promover la creación de un espacio catalán de relaciones laborales establecido en
función de la realidad productiva y empresarial específica de Cataluña y de sus agentes sociales, en el cual
deben estar representadas las organizaciones sindicales y empresariales y la Administración de la Generalitat.
En este marco, los poderes públicos deben fomentar una práctica propia de diálogo social, de concertación,
de negociación colectiva, de resolución extrajudicial de conflictos laborales y de participación en el desarrollo
y la mejora del entramado productivo.

5. La Generalitat debe favorecer el desarrollo de la actividad empresarial y el espíritu emprendedor teniendo
en cuenta la responsabilidad social de la empresa, la libre iniciativa y las condiciones de competencia, y debe
proteger especialmente la economía productiva, la actividad de los emprendedores autónomos y la de la
pequeña y media empresas. La Generalitat debe fomentar la acción de las cooperativas y las sociedades
laborales y debe estimular las iniciativas de la economía social.

6. Las organizaciones sindicales y empresariales deben participar en la definición de las políticas públicas que
les afecten. La Generalitat debe promover la mediación y el arbitraje para la resolución de conflictos de
intereses entre los diversos agentes sociales.

7. Las organizaciones profesionales y las corporaciones de derecho público representativas de intereses
económicos y profesionales y las entidades asociativas del tercer sector deben ser consultadas en la definición
de las políticas públicas que les afecten.

8. La Generalitat, en consideración a las funciones social, cultural y de promoción económica que ejercen las
cajas de ahorro, debe proteger la autonomía institucional y debe promover la contribución social de dichas
entidades a las estrategias económicas y sociales de los distintos territorios de Cataluña.

Artículo 46. Medio ambiente, desarrollo sostenible y equilibrio territorial.
1. Los poderes públicos deben velar por la protección del medio ambiente mediante la adopción de políticas
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públicas basadas en el desarrollo sostenible y la solidaridad colectiva e intergeneracional.

2. Las políticas medioambientales deben dirigirse especialmente a la reducción de las distintas formas de
contaminación, la fijación de estándares y de niveles mínimos de protección, la articulación de medidas
correctivas del impacto ambiental, la utilización racional de los recursos naturales, la prevención y el control
de la erosión y de las actividades que alteran el régimen atmosférico y climático, y el respeto a los principios
de preservación del medio, la conservación de los recursos naturales, la responsabilidad, la fiscalidad
ecológica y el reciclaje y la reutilización de los bienes y los productos.

3. Los poderes públicos deben hacer efectivas las condiciones para la preservación de la naturaleza y la
biodiversidad, deben promover la integración de objetivos ambientales en las políticas sectoriales y deben
establecer las condiciones que permitan a todas las personas el goce del patrimonio natural y paisajístico.

4. Los poderes públicos deben velar por la cohesión económica y territorial aplicando políticas que aseguren
un tratamiento especial de las zonas de montaña, la protección del paisaje, la defensa del litoral, el fomento
de las actividades agrarias, ganaderas y silvícolas y una distribución equilibrada al territorio de los distintos
sectores productivos, los servicios de interés general y las redes de comunicación.

5. Los poderes públicos deben facilitar a los ciudadanos la información medioambiental y deben fomentar la
educación en los valores de la preservación y de la mejora del medio ambiente como patrimonio común.

Artículo 47. Vivienda.
Los poderes públicos deben facilitar el acceso a la vivienda mediante la generación de suelo y la promoción de
vivienda pública y de vivienda protegida, con especial atención a los jóvenes y los colectivos más necesitados.

Artículo 48. Movilidad y seguridad vial.
1. Los poderes públicos deben promover políticas de transporte y de comunicación, basadas en criterios de
sostenibilidad, que fomenten la utilización del transporte público y la mejora de la movilidad garantizando la
accesibilidad para las personas con movilidad reducida.

2. Los poderes públicos deben impulsar, de forma prioritaria, las medidas destinadas al incremento de la
seguridad vial y la disminución de los accidentes de tráfico, con especial incidencia en la prevención, la
educación vial y la atención a las víctimas.

Artículo 49. Protección de los consumidores y usuarios.
1. Los poderes públicos deben garantizar la protección de la salud, la seguridad y la defensa de los derechos y
los intereses legítimos de los consumidores y usuarios.

2. Los poderes públicos deben garantizar la existencia de instrumentos de mediación y arbitraje en materia de
consumo, promoviendo su conocimiento y utilización, y deben apoyar a las organizaciones de consumidores y
usuarios.

Artículo 50. Fomento y difusión del catalán.
1. Los poderes públicos deben proteger el catalán en todos los ámbitos y sectores y deben fomentar su uso,
difusión y conocimiento. Estos principios también deben aplicarse con respecto al aranés.

2. El Gobierno, las universidades y las instituciones de enseñanza superior, en el ámbito de las competencias
respectivas, deben adoptar las medidas pertinentes para garantizar el uso del catalán en todos los ámbitos de
las actividades docentes, no docentes y de investigación.

3. Las políticas de fomento del catalán deben extenderse al conjunto del Estado, a la Unión Europea y al resto
del mundo.

4. Los poderes públicos deben promover que los datos que figuren en el etiquetado, en el embalaje y en las
instrucciones de uso de los productos distribuidos en Cataluña consten también en catalán.
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5. La Generalitat, la Administración local y las demás corporaciones públicas de Cataluña, las instituciones y
las empresas que dependen de las mismas y los concesionarios de sus servicios deben utilizar el catalán en
sus actuaciones internas y en la relación entre ellos. También deben utilizarlo en las comunicaciones y las
notificaciones dirigidas a personas físicas o jurídicas residentes en Cataluña, sin perjuicio del derecho de los
ciudadanos a recibirlas en castellano si lo piden.

6. Los poderes públicos deben garantizar el uso de la lengua de signos catalana y las condiciones que permitan
alcanzar la igualdad de las personas con sordera que opten por esta lengua, que debe ser objeto de enseñanza,
protección y respeto.

7. El Estado, de acuerdo con lo que dispone la Constitución, debe apoyar la aplicación de los principios
establecidos por el presente artículo. Deben establecerse los instrumentos de coordinación y, si procede, de
actuación conjunta para que sean más efectivos.
Se declara que el apartado 5 no es inconstitucional, siempre que se interprete en los términos establecidos en el fundamento jurídico 23, por 
Sentencia del TC 31/2010, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2010-11409

Artículo 51. Cooperación al fomento de la paz y cooperación al desarrollo.
1. La Generalitat debe promover la cultura de la paz y acciones de fomento de la paz en el mundo.

2. La Generalitat debe promover acciones y políticas de cooperación al desarrollo de los pueblos y debe
establecer programas de ayuda humanitaria de emergencia.

Artículo 52. Medios de comunicación social.
1. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para garantizar el derecho a la información y
a recibir de los medios de comunicación una información veraz y unos contenidos que respeten la dignidad
de las personas y el pluralismo político, social, cultural y religioso. En el caso de los medios de comunicación
de titularidad pública la información también debe ser neutral.

2. Los poderes públicos deben promover las condiciones para garantizar el acceso sin discriminaciones a los
servicios audiovisuales en el ámbito de Cataluña.

Artículo 53. Acceso a las tecnologías de la información y de la comunicación.
1. Los poderes públicos deben facilitar el conocimiento de la sociedad de la información y deben impulsar el
acceso a la comunicación y a las tecnologías de la información, en condiciones de igualdad, en todos los
ámbitos de la vida social, incluido el laboral; deben fomentar que estas tecnologías se pongan al servicio de las
personas y no afecten negativamente a sus derechos, y deben garantizar la prestación de servicios mediante
dichas tecnologías, de acuerdo con los principios de universalidad, continuidad y actualización.

2. La Generalitat debe promover la formación, la investigación y la innovación tecnológicas para que las
oportunidades de progreso que ofrece la sociedad del conocimiento y de la información contribuyan a la
mejora del bienestar y la cohesión sociales.

Artículo 54. Memoria histórica.
1. La Generalitat y los demás poderes públicos deben velar por el conocimiento y el mantenimiento de la
memoria histórica de Cataluña como patrimonio colectivo que atestigua la resistencia y la lucha por los
derechos y las libertades democráticas. A tal fin, deben adoptar las iniciativas institucionales necesarias para
el reconocimiento y la rehabilitación de todos los ciudadanos que han sufrido persecución como
consecuencia de la defensa de la democracia y el autogobierno de Cataluña.

2. La Generalitat debe velar para que la memoria histórica se convierta en símbolo permanente de tolerancia,
de dignidad de los valores democráticos, de rechazo de los totalitarismos y de reconocimiento de todas
aquellas personas que han sufrido persecución debido a sus opciones personales, ideológicas o de conciencia.
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Ponte a prueba 4 preguntas de examen real del Tema 2

1 Según el artículo 2 del Estatuto de Autonomía de Cataluña, el sistema institucional en el que se organiza 
políticamente el autogobierno de Cataluña se denomina:

A) El Consejo de Garantías Estatutarias.

B) Generalitat de Catalunya.

C) Delegación del Gobierno en Cataluña.

D) La Administración central delegada de la Generalitat de Catalunya
Ayuntamiento de Collbató

2 De acuerdo con el artículo 6 del Estatuto de Autonomía, en Cataluña:

A) La única lengua oficial es el catalán

B) La única lengua oficial es el castellano

C) El catalán y el castellano son lenguas oficiales

D) El catalán, el castellano y el aranés son lenguas propias de todo el territorio de Cataluña
Ayuntamiento de Collbató

3 Según el Estatuto autonómico de Cataluña, no son derechos en el ámbito político y de la administración:

A) Derecho a la protección de los datos personales contenidos en los ficheros que son competencia de la 
Generalitat.

B) Derechos de las personas a vivir con dignidad, seguridad y autonomía, libres de explotación, de malos tratos y 
de todo tipo de discriminación.

C) Derechos de participación en condiciones de igualdad en los asuntos públicos de Cataluña.

D) Derechos de acceso a los servicios públicos y a una buena Administración.
Ayuntamiento de Collbató

4 ¿Cuáles son las instituciones políticas básicas en que se organiza políticamente el autogobierno de 
Cataluña recogidas en el Estatuto de Autonomía?

A) Parlamento de Cataluña, Presidencia, Gobierno, Síndic de Greuges y Tribunal de Justicia de Cataluña.

B) Parlamento de Cataluña, Presidencia, Gobierno y Síndic de Greuges.

C) Parlamento de Cataluña, Gobierno y entes locales.

D) Parlamento de Cataluña, Presidencia y Gobierno.
Ayuntamiento de Premià de Dalt, 2021
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Soluciones — Tema 2 Cada una con su explicación y su artículo

1 B Art. 2 EA-CAT pág. 12 El sistema institucional propio mediante el cual se organiza políticamente el
autogobierno catalán recibe el nombre de Generalitat de Catalunya. Engloba al Parlamento, a la Presidencia y al
Gobierno, junto con las demás instituciones que establece el propio Estatuto. Conviene distinguir esta noción
del Consejo de Garantías Estatutarias, que es solo un órgano consultivo, y de la Delegación del Gobierno, que
representa al Estado en el territorio, no al autogobierno autonómico.

2 C Art. 6 EA-CAT pág. 13 En Cataluña conviven varias lenguas con distinto régimen. El catalán es la lengua
propia y, junto con el castellano, lengua oficial en todo el territorio. El castellano lo es además por ser la lengua
oficial del Estado. El aranés tiene carácter oficial únicamente en el Valle de Arán, no en el conjunto de Cataluña,
por lo que no puede considerarse lengua propia de todo el territorio. Debe distinguirse entre lengua propia, que
es solo el catalán, y lenguas oficiales, que son el catalán y el castellano.

3 B Art. 15 EA-CAT pág. 15 El Estatuto agrupa los derechos en bloques distintos. En el ámbito político y de la
Administración se sitúan la participación en condiciones de igualdad en los asuntos públicos, el acceso a los
servicios públicos junto a una buena Administración y la protección de los datos personales gestionados por la
Generalitat. En cambio, vivir con dignidad, seguridad y autonomía, libre de explotación, malos tratos y
discriminación, pertenece al bloque de derechos civiles y sociales de las personas, no al político-administrativo.

4 D Art. 2 EA-CAT pág. 12 L'autogovern de Catalunya s'articula a través de la Generalitat, i les institucions
polítiques bàsiques que en formen el nucli són el Parlament, que representa el poble i exerceix la potestat
legislativa; la Presidència, que dirigeix i representa el conjunt; i el Govern, que exerceix la funció executiva. La
resta d'òrgans, com el defensor del poble català o el tribunal de comptes, no integren aquest nucli polític bàsic,
sinó que es configuren com altres institucions estatutàries complementàries.

Practica este tema en haztefuncionario.com
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la ley delante 
de cada respuesta.

haztefuncionario.com/oposicion/admin-c1-ayto-agramunt
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TEMARIO COMPLETO 3.ª vuelta2.ª vuelta1.ª vuelta

TEMA

3
La responsabilidad de las administraciones públicas. Responsabilidad 
patrimonial. La acción de responsabilidad. La responsabilidad de las 
autoridades y del personal al servicio de las administraciones públicas.

Qué entra en este tema

LRJSP · Ley 40/2015 régimen jurídico del sector público
arts. 32 a 37 · 6 artículos

LPACAP · Ley 39/2015 procedimiento administrativo común
arts. 65, 67, 81 y 91 a 92 · 5 artículos

L26-2010-CAT · Ley 26/2010 régimen jurídico y procedimient…
arts. 81 a 87 · 7 artículos

LBRL · Ley 7/1985 bases del régimen local
art. 54 · 1 artículo

19 artículos · empieza en la pág. 28

Lo más preguntado de este tema

Art. 32 LRJSP 47
Art. 67 LPACAP 38
Art. 91 LPACAP 22
Art. 36 LRJSP 19
Art. 34 LRJSP 17

Preguntas de examen real sobre cada artículo. 163 sobre el tema entero.

LRJSP
Ley 40/2015 régimen jurídico del sector público
En este tema: arts. 32 a 37 · 6 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2015-10566

TÍTULO PRELIMINAR DISPOSICIONES GENERALES, PRINCIPIOS DE ACTUACIÓN Y FUNCIONAMIENTO DEL SECTOR

CAPÍTULO IV DE LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

SECCIÓN 1.ª RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS

Artículo 32. Principios de la responsabilidad.
1. Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes,
de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, siempre que la lesión sea consecuencia del
funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos salvo en los casos de fuerza mayor o de daños que
el particular tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley. La anulación en vía administrativa o
por el orden jurisdiccional contencioso administrativo de los actos o disposiciones administrativas no
presupone, por sí misma, derecho a la indemnización.

2. En todo caso, el daño alegado habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e individualizado con
relación a una persona o grupo de personas.

3. Asimismo, los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas de toda
lesión que sufran en sus bienes y derechos como consecuencia de la aplicación de actos legislativos de
naturaleza no expropiatoria de derechos que no tengan el deber jurídico de soportar cuando así se establezca
en los propios actos legislativos y en los términos que en ellos se especifiquen. La responsabilidad del Estado
legislador podrá surgir también en los siguientes supuestos, siempre que concurran los requisitos previstos en
los apartados anteriores:

a) Cuando los daños deriven de la aplicación de una norma con rango de ley declarada inconstitucional,
siempre que concurran los requisitos del apartado 4.

b) Cuando los daños deriven de la aplicación de una norma contraria al Derecho de la Unión Europea, de
acuerdo con lo dispuesto en el apartado 5.

4. Si la lesión es consecuencia de la aplicación de una norma con rango de ley declarada inconstitucional,
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procederá su indemnización cuando el particular haya obtenido, en cualquier instancia, sentencia firme
desestimatoria de un recurso contra la actuación administrativa que ocasionó el daño, siempre que se hubiera
alegado la inconstitucionalidad posteriormente declarada.

5. Si la lesión es consecuencia de la aplicación de una norma declarada contraria al Derecho de la Unión
Europea, procederá su indemnización cuando el particular haya obtenido, en cualquier instancia, sentencia
firme desestimatoria de un recurso contra la actuación administrativa que ocasionó el daño, siempre que se
hubiera alegado la infracción del Derecho de la Unión Europea posteriormente declarada. Asimismo, deberán
cumplirse todos los requisitos siguientes:

a) La norma ha de tener por objeto conferir derechos a los particulares.

b) El incumplimiento ha de estar suficientemente caracterizado.

c) Ha de existir una relación de causalidad directa entre el incumplimiento de la obligación impuesta a la
Administración responsable por el Derecho de la Unión Europea y el daño sufrido por los particulares.

6. La sentencia que declare la inconstitucionalidad de la norma con rango de ley o declare el carácter de
norma contraria al Derecho de la Unión Europea producirá efectos desde la fecha de su publicación en el
«Boletín Oficial del Estado» o en el «Diario Oficial de la Unión Europea», según el caso, salvo que en ella se
establezca otra cosa.

7. La responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento de la Administración de Justicia se regirá
por la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

8. El Consejo de Ministros fijará el importe de las indemnizaciones que proceda abonar cuando el Tribunal
Constitucional haya declarado, a instancia de parte interesada, la existencia de un funcionamiento anormal
en la tramitación de los recursos de amparo o de las cuestiones de inconstitucionalidad. El procedimiento
para fijar el importe de las indemnizaciones se tramitará por el Ministerio de Justicia, con audiencia al
Consejo de Estado.

9. Se seguirá el procedimiento previsto en la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas para determinar la responsabilidad de las Administraciones Públicas por los daños
y perjuicios causados a terceros durante la ejecución de contratos cuando sean consecuencia de una orden
inmediata y directa de la Administración o de los vicios del proyecto elaborado por ella misma sin perjuicio de
las especialidades que, en su caso establezca el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que
se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.

Artículo 33. Responsabilidad concurrente de las Administraciones Públicas.
1. Cuando de la gestión dimanante de fórmulas conjuntas de actuación entre varias Administraciones públicas
se derive responsabilidad en los términos previstos en la presente Ley, las Administraciones intervinientes
responderán frente al particular, en todo caso, de forma solidaria. El instrumento jurídico regulador de la
actuación conjunta podrá determinar la distribución de la responsabilidad entre las diferentes
Administraciones públicas.

2. En otros supuestos de concurrencia de varias Administraciones en la producción del daño, la
responsabilidad se fijará para cada Administración atendiendo a los criterios de competencia, interés público
tutelado e intensidad de la intervención. La responsabilidad será solidaria cuando no sea posible dicha
determinación.

3. En los casos previstos en el apartado primero, la Administración competente para incoar, instruir y resolver
los procedimientos en los que exista una responsabilidad concurrente de varias Administraciones Públicas,
será la fijada en los Estatutos o reglas de la organización colegiada. En su defecto, la competencia vendrá
atribuida a la Administración Pública con mayor participación en la financiación del servicio.

4. Cuando se trate de procedimientos en materia de responsabilidad patrimonial, la Administración Pública
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competente a la que se refiere el apartado anterior, deberá consultar a las restantes Administraciones
implicadas para que, en el plazo de quince días, éstas puedan exponer cuanto consideren procedente.

Artículo 34. Indemnización.
1. Sólo serán indemnizables las lesiones producidas al particular provenientes de daños que éste no tenga el
deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley. No serán indemnizables los daños que se deriven de hechos
o circunstancias que no se hubiesen podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia
o de la técnica existentes en el momento de producción de aquéllos, todo ello sin perjuicio de las prestaciones
asistenciales o económicas que las leyes puedan establecer para estos casos. En los casos de responsabilidad
patrimonial a los que se refiere los apartados 4 y 5 del artículo 32, serán indemnizables los daños producidos
en el plazo de los cinco años anteriores a la fecha de la publicación de la sentencia que declare la
inconstitucionalidad de la norma con rango de ley o el carácter de norma contraria al Derecho de la Unión
Europea, salvo que la sentencia disponga otra cosa.

2. La indemnización se calculará con arreglo a los criterios de valoración establecidos en la legislación fiscal,
de expropiación forzosa y demás normas aplicables, ponderándose, en su caso, las valoraciones
predominantes en el mercado. En los casos de muerte o lesiones corporales se podrá tomar como referencia
la valoración incluida en los baremos de la normativa vigente en materia de Seguros obligatorios y de la
Seguridad Social.

3. La cuantía de la indemnización se calculará con referencia al día en que la lesión efectivamente se produjo,
sin perjuicio de su actualización a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad con
arreglo al Índice de Garantía de la Competitividad, fijado por el Instituto Nacional de Estadística, y de los
intereses que procedan por demora en el pago de la indemnización fijada, los cuales se exigirán con arreglo a
lo establecido en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o, en su caso, a las normas
presupuestarias de las Comunidades Autónomas.

4. La indemnización procedente podrá sustituirse por una compensación en especie o ser abonada mediante
pagos periódicos, cuando resulte más adecuado para lograr la reparación debida y convenga al interés
público, siempre que exista acuerdo con el interesado.

Artículo 35. Responsabilidad de Derecho Privado.
Cuando las Administraciones Públicas actúen, directamente o a través de una entidad de derecho privado, en
relaciones de esta naturaleza, su responsabilidad se exigirá de conformidad con lo previsto en los artículos 32
y siguientes, incluso cuando concurra con sujetos de derecho privado o la responsabilidad se exija
directamente a la entidad de derecho privado a través de la cual actúe la Administración o a la entidad que
cubra su responsabilidad.

SECCIÓN 2.ª RESPONSABILIDAD DE LAS AUTORIDADES Y PERSONAL AL SERVICIO DE LAS ADMINISTRACIONES P

Artículo 36. Exigencia de la responsabilidad patrimonial de las autoridades y personal al servicio de las 
Administraciones Públicas.
1. Para hacer efectiva la responsabilidad patrimonial a que se refiere esta Ley, los particulares exigirán
directamente a la Administración Pública correspondiente las indemnizaciones por los daños y perjuicios
causados por las autoridades y personal a su servicio.

2. La Administración correspondiente, cuando hubiere indemnizado a los lesionados, exigirá de oficio en vía
administrativa de sus autoridades y demás personal a su servicio la responsabilidad en que hubieran
incurrido por dolo, o culpa o negligencia graves, previa instrucción del correspondiente procedimiento. Para
la exigencia de dicha responsabilidad y, en su caso, para su cuantificación, se ponderarán, entre otros, los
siguientes criterios: el resultado dañoso producido, el grado de culpabilidad, la responsabilidad profesional
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del personal al servicio de las Administraciones públicas y su relación con la producción del resultado dañoso.

3. Asimismo, la Administración instruirá igual procedimiento a las autoridades y demás personal a su servicio
por los daños y perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando hubiera concurrido dolo, o culpa o
negligencia graves.

4. El procedimiento para la exigencia de la responsabilidad al que se refieren los apartados 2 y 3, se
sustanciará conforme a lo dispuesto en la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas y se iniciará por acuerdo del órgano competente que se notificará a los interesados
y que constará, al menos, de los siguientes trámites:

a) Alegaciones durante un plazo de quince días.

b) Práctica de las pruebas admitidas y cualesquiera otras que el órgano competente estime oportunas
durante un plazo de quince días.

c) Audiencia durante un plazo de diez días.

d) Formulación de la propuesta de resolución en un plazo de cinco días a contar desde la finalización del
trámite de audiencia.

e) Resolución por el órgano competente en el plazo de cinco días.

5. La resolución declaratoria de responsabilidad pondrá fin a la vía administrativa.

6. Lo dispuesto en los apartados anteriores, se entenderá sin perjuicio de pasar, si procede, el tanto de culpa a
los Tribunales competentes.

Artículo 37. Responsabilidad penal.
1. La responsabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones Públicas, así como la
responsabilidad civil derivada del delito se exigirá de acuerdo con lo previsto en la legislación
correspondiente.

2. La exigencia de responsabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones Públicas no
suspenderá los procedimientos de reconocimiento de responsabilidad patrimonial que se instruyan, salvo que
la determinación de los hechos en el orden jurisdiccional penal sea necesaria para la fijación de la
responsabilidad patrimonial.

LPACAP
Ley 39/2015 procedimiento administrativo común
En este tema: arts. 65, 67, 81 y 91 a 92 · 5 artículos · texto consolidado a 2 de julio de 2026 · BOE-A-2015-10565

TÍTULO IV DE LAS DISPOSICIONES SOBRE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN

CAPÍTULO II INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO

SECCIÓN 2.ª INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO DE OFICIO POR LA ADMINISTRACIÓN

Artículo 65. Especialidades en el inicio de oficio de los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
1. Cuando las Administraciones Públicas decidan iniciar de oficio un procedimiento de responsabilidad
patrimonial será necesario que no haya prescrito el derecho a la reclamación del interesado al que se refiere
el artículo 67.

2. El acuerdo de iniciación del procedimiento se notificará a los particulares presuntamente lesionados,
concediéndoles un plazo de diez días para que aporten cuantas alegaciones, documentos o información
estimen conveniente a su derecho y propongan cuantas pruebas sean pertinentes para el reconocimiento del
mismo. El procedimiento iniciado se instruirá aunque los particulares presuntamente lesionados no se
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personen en el plazo establecido.

SECCIÓN 3.ª INICIO DEL PROCEDIMIENTO A SOLICITUD DEL INTERESADO

Artículo 67. Solicitudes de iniciación en los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
1. Los interesados sólo podrán solicitar el inicio de un procedimiento de responsabilidad patrimonial, cuando
no haya prescrito su derecho a reclamar. El derecho a reclamar prescribirá al año de producido el hecho o el
acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto lesivo. En caso de daños de carácter físico o
psíquico a las personas, el plazo empezará a computarse desde la curación o la determinación del alcance de
las secuelas. En los casos en que proceda reconocer derecho a indemnización por anulación en vía
administrativa o contencioso-administrativa de un acto o disposición de carácter general, el derecho a
reclamar prescribirá al año de haberse notificado la resolución administrativa o la sentencia definitiva. En los
casos de responsabilidad patrimonial a que se refiere el artículo 32, apartados 4 y 5, de la Ley de Régimen
Jurídico del Sector Público, el derecho a reclamar prescribirá al año de la publicación en el «Boletín Oficial del
Estado» o en el «Diario Oficial de la Unión Europea», según el caso, de la sentencia que declare la
inconstitucionalidad de la norma o su carácter contrario al Derecho de la Unión Europea.

2. Además de lo previsto en el artículo 66, en la solicitud que realicen los interesados se deberán especificar
las lesiones producidas, la presunta relación de causalidad entre éstas y el funcionamiento del servicio
público, la evaluación económica de la responsabilidad patrimonial, si fuera posible, y el momento en que la
lesión efectivamente se produjo, e irá acompañada de cuantas alegaciones, documentos e informaciones se
estimen oportunos y de la proposición de prueba, concretando los medios de que pretenda valerse el
reclamante.

CAPÍTULO IV INSTRUCCIÓN DEL PROCEDIMIENTO

SECCIÓN 3.ª INFORMES

Artículo 81. Solicitud de informes y dictámenes en los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
1. En el caso de los procedimientos de responsabilidad patrimonial será preceptivo solicitar informe al
servicio cuyo funcionamiento haya ocasionado la presunta lesión indemnizable, no pudiendo exceder de diez
días el plazo de su emisión.

2. Cuando las indemnizaciones reclamadas sean de cuantía igual o superior a 50.000 euros o a la que se
establezca en la correspondiente legislación autonómica, así como en aquellos casos que disponga la Ley
Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado, será preceptivo solicitar dictamen del Consejo de
Estado o, en su caso, del órgano consultivo de la Comunidad Autónoma. A estos efectos, el órgano instructor,
en el plazo de diez días a contar desde la finalización del trámite de audiencia, remitirá al órgano competente
para solicitar el dictamen una propuesta de resolución, que se ajustará a lo previsto en el artículo 91, o, en su
caso, la propuesta de acuerdo por el que se podría terminar convencionalmente el procedimiento. El
dictamen se emitirá en el plazo de dos meses y deberá pronunciarse sobre la existencia o no de relación de
causalidad entre el funcionamiento del servicio público y la lesión producida y, en su caso, sobre la valoración
del daño causado y la cuantía y modo de la indemnización de acuerdo con los criterios establecidos en esta
Ley.

3. En el caso de reclamaciones en materia de responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento
anormal de la Administración de Justicia, será preceptivo el informe del Consejo General del Poder Judicial
que será evacuado en el plazo máximo de dos meses. El plazo para dictar resolución quedará suspendido por
el tiempo que medie entre la solicitud del informe y su recepción, no pudiendo exceder dicho plazo de los
citados dos meses.
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CAPÍTULO V FINALIZACIÓN DEL PROCEDIMIENTO

SECCIÓN 2.ª RESOLUCIÓN

Artículo 91. Especialidades de la resolución en los procedimientos en materia de responsabilidad 
patrimonial.
1. Una vez recibido, en su caso, el dictamen al que se refiere el artículo 81.2 o, cuando éste no sea preceptivo,
una vez finalizado el trámite de audiencia, el órgano competente resolverá o someterá la propuesta de acuerdo
para su formalización por el interesado y por el órgano administrativo competente para suscribirlo. Cuando
no se estimase procedente formalizar la propuesta de terminación convencional, el órgano competente
resolverá en los términos previstos en el apartado siguiente.

2. Además de lo previsto en el artículo 88, en los casos de procedimientos de responsabilidad patrimonial,
será necesario que la resolución se pronuncie sobre la existencia o no de la relación de causalidad entre el
funcionamiento del servicio público y la lesión producida y, en su caso, sobre la valoración del daño causado,
la cuantía y el modo de la indemnización, cuando proceda, de acuerdo con los criterios que para calcularla y
abonarla se establecen en el artículo 34 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público.

3. Transcurridos seis meses desde que se inició el procedimiento sin que haya recaído y se notifique
resolución expresa o, en su caso, se haya formalizado el acuerdo, podrá entenderse que la resolución es
contraria a la indemnización del particular.

Artículo 92. Competencia para la resolución de los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
En el ámbito de la Administración General del Estado, los procedimientos de responsabilidad patrimonial se
resolverán por el Ministro respectivo o por el Consejo de Ministros en los casos del artículo 32.3 de la Ley de
Régimen Jurídico del Sector Público o cuando una ley así lo disponga. En el ámbito autonómico y local, los
procedimientos de responsabilidad patrimonial se resolverán por los órganos correspondientes de las
Comunidades Autónomas o de las Entidades que integran la Administración Local. En el caso de las Entidades
de Derecho Público, las normas que determinen su régimen jurídico podrán establecer los órganos a quien
corresponde la resolución de los procedimientos de responsabilidad patrimonial. En su defecto, se aplicarán
las normas previstas en este artículo.

L26-2010-CAT
Ley 26/2010 régimen jurídico y procedimiento administraciones públicas de 
Cataluña
En este tema: arts. 81 a 87 · 7 artículos · texto consolidado a 10 de julio de 2026 · BOE-A-2010-13313

TÍTULO VI RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL

CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 81. Principios generales.
1. Los ciudadanos tienen derecho, en los términos que establecen la legislación básica, la presente ley y la
normativa de desarrollo, a ser indemnizados por las administraciones públicas de Cataluña de toda lesión que
sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, siempre y cuando la lesión sea consecuencia del
funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos, excepto en los casos de fuerza mayor o de daños
que los ciudadanos tengan el deber jurídico de soportar de acuerdo con la ley.

2. El daño alegado debe ser efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona
o un grupo de personas.
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3. El daño alegado por los ciudadanos no puede ser consecuencia del incumplimiento de los deberes
establecidos por el artículo 30 y demás normativa vigente.

Artículo 82. Indemnización.
Las lesiones producidas al ciudadano o ciudadana provenientes de daños derivados de hechos o
circunstancias que no se han podido prever o evitar con los conocimientos científicos o técnicos existentes en
el momento de la producción de los daños no son indemnizables, sin perjuicio de las prestaciones
asistenciales o económicas que las leyes puedan establecer para dichos casos.

Artículo 83. Órganos competentes.
1. En el ámbito de la Administración de la Generalidad, los órganos competentes para iniciar e instruir los
procedimientos de responsabilidad son los que determinan las disposiciones reglamentarias de carácter
organizativo y, a falta de dicha previsión, los órganos que en cada caso designe el consejero o consejera del
departamento. En todo caso, la competencia para dictar la resolución que pone fin al procedimiento o, si
procede, para aprobar el acuerdo convencional corresponde al consejero o consejera del departamento.

2. Los órganos competentes para iniciar, instruir y resolver los procedimientos de responsabilidad de los
organismos y entidades públicas dependientes o vinculados a la Administración de la Generalidad son los que
determina la correspondiente norma reguladora. A falta de dicha previsión, la iniciación y la instrucción
corresponden a los órganos que designe en cada caso el órgano de dirección del organismo o entidad pública,
y la resolución corresponde al órgano de gobierno.

CAPÍTULO II PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL

Artículo 84. Procedimientos de responsabilidad patrimonial.
1. Los procedimientos de responsabilidad patrimonial de las administraciones públicas de Cataluña se inician
de oficio o por reclamación de las personas interesadas.

2. El Gobierno, para determinar la responsabilidad patrimonial, debe regular por decreto un procedimiento
general y un procedimiento abreviado.

3. Los procedimientos de responsabilidad pueden finalizar por resolución o por acuerdo indemnizatorio.

4. La administración pública que inicia un procedimiento de responsabilidad patrimonial tiene el deber de
comunicar dicha circunstancia a las administraciones públicas que hayan podido concurrir en la producción
del daño alegado por la persona interesada.

Artículo 85. Audiencia.
1. Una vez instruido el procedimiento de responsabilidad patrimonial, e inmediatamente antes de redactar la
propuesta de resolución, este debe darse a conocer a las personas interesadas para que en un plazo no inferior
a diez días ni superior a quince formulen las alegaciones que consideren convenientes.

2. En el trámite de audiencia, las personas interesadas pueden proponer la terminación convencional fijando
los términos definitivos del acuerdo indemnizatorio que están dispuestas a suscribir.

Artículo 86. Dictamen de la Comisión Jurídica Asesora.
1. Una vez finalizado el trámite de audiencia, el órgano instructor del procedimiento general de
responsabilidad patrimonial debe proponer, en el plazo de diez días y para el caso que sea preceptivo, la
emisión del dictamen por parte de la Comisión Jurídica Asesora.

2. A los efectos de lo establecido por el apartado 1, debe remitirse a la Comisión Jurídica Asesora el expediente
completo acompañado de la propuesta de resolución o del acuerdo de terminación convencional del
procedimiento.
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Artículo 87. Procedimiento abreviado.
Iniciado el procedimiento general de responsabilidad patrimonial, si el órgano instructor entiende que la
relación de causalidad entre la lesión y el funcionamiento del servicio público, la valoración del daño y el
cálculo de la cuantía de la indemnización son inequívocos, puede proponer al órgano competente para
resolver la suspensión del procedimiento general y la iniciación de un procedimiento abreviado.

LBRL
Ley 7/1985 bases del régimen local
En este tema: art. 54 · 1 artículo · texto consolidado a 22 de octubre de 2026 · BOE-A-1985-5392

TÍTULO V DISPOSICIONES COMUNES A LAS ENTIDADES LOCALES

CAPÍTULO I RÉGIMEN DE FUNCIONAMIENTO

Artículo 54.
Las entidades locales responderán directamente de los daños y perjuicios causados a los particulares en sus
bienes y derechos como consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la actuación de sus
autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la legislación general sobre
responsabilidad administrativa.

Ponte a prueba 5 preguntas de examen real del Tema 3

1 De acuerdo con el art. 54 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local:

A) Las Entidades Locales responderán directamente de los daños y perjuicios causados a particulares en sus 
bienes y derechos por el funcionamiento de servicios públicos o la actuación de autoridades, funcionarios o 
agentes, en los términos de la legislación general sobre responsabilidad administrativa.

B) Las Entidades Locales responderán directamente de los daños y perjuicios causados a los particulares en sus 
bienes y derechos como consecuencia del funcionamiento normal de los servicios públicos o de la actuación de 
sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la legislación general sobre 
responsabilidad administrativa.

C) Las Entidades Locales responderán directamente o subsidiariamente de los daños y perjuicios causados a los 
particulares en sus bienes y derechos como consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos o de la 
actuación de sus autoridades, funcionarios o agentes, en los términos establecidos en la legislación general 
sobre responsabilidad administrativa.

D) Todas las respuestas son correctas.
Diputación Provincial de Huesca, 2021

2 Para que un particular tenga derecho a ser indemnizado por la administración por una lesión que sufriera 
en sus bienes o derechos, es necesario:

A) Que la lesión sea consecuencia del funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos salvo en los 
casos de fuerza mayor o de daños que el particular tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley

B) Que la lesión sea consecuencia del funcionamiento anormal de los servicios públicos salvo en los casos de 
fuerza mayor o de daños que el particular tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley

C) Que la lesión sea consecuencia de daños que el particular no tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con 
la Ley

D) Que el daño alegado sea efectivo, cierto, evaluable económicamente e insoportable
Ayuntamiento de Barbadás
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3 En la exigencia de responsabilidad a la Administración Pública, en todo caso, el daño alegado habrá de ser:

A) Efectivo, evaluable económicamente e individualizado con relación a una persona o grupo de personas

B) Efectivo y evaluable económicamente, no es necesario que haya sido individualizado

C) Evaluable económicamente individualizado con relación a una persona

D) Ninguna de las anteriores
Ayuntamiento de Almodóvar del Campo

4 No está obligada la Administración a indemnizar a un particular los daños y perjuicios causados por el 
funcionamiento de sus servicios:

A) En caso de fuerza mayor.

B) Cuando se trate de un caso fortuito.

C) Si éste es solicitado por el propio particular.

D) En todos los tres casos anteriores debe indemnizar.
Ayuntamiento de Guía de Isora

5 En un procedimiento de responsabilidad patrimonial, cuando prescribe el derecho a reclamar:

A) En el plazo de seis meses de producirse el hecho o el acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto 
lesivo.

B) Al año de producirse el hecho o el acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto lesivo.

C) A los cuatro años de producirse el hecho o el acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto lesivo.

D) A los cinco años de producirse el hecho o el acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto lesivo.
Ayuntamiento de Benigánim, 2018
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Soluciones — Tema 3 Cada una con su explicación y su artículo

1 A Art. 54 LBRL pág. 35 La responsabilidad de las entidades locales es directa: deben indemnizar los daños
sufridos por los particulares en sus bienes y derechos derivados del funcionamiento de los servicios públicos o
de la actuación de sus autoridades, funcionarios o agentes, conforme a la legislación general sobre
responsabilidad administrativa. Conviene precisar que no se limita al funcionamiento «normal»: también cubre
el anormal, por lo que añadir ese adjetivo restringe indebidamente la cobertura. Tampoco cabe hablar de
responsabilidad «subsidiaria»: el deber de responder es siempre directo.

2 A Art. 32 LRJSP pág. 28 La responsabilidad patrimonial de la Administración es objetiva: responde tanto
cuando los servicios públicos funcionan mal como cuando funcionan correctamente, siempre que el daño sea
individualizado y evaluable. La clave está en reconocer ambos supuestos, no solo el funcionamiento anormal.
Quedan fuera los casos de fuerza mayor y aquellos daños que el ciudadano está obligado por ley a asumir.
Limitar la indemnización únicamente al funcionamiento defectuoso desvirtúa el carácter objetivo del sistema,
que abarca también la actividad regular.

3 A Art. 32 LRJSP pág. 28 Para que la Administración deba indemnizar, el perjuicio tiene que reunir tres notas
que se exigen conjuntamente: ha de ser real y comprobado, no meramente posible o futuro; ha de poder
traducirse en dinero, es decir, valorarse económicamente; y ha de afectar de forma concreta a una persona o a
un grupo determinado de personas, sin que valgan las cargas generales que soporta toda la colectividad.
Faltando cualquiera de esos requisitos no nace la obligación de reparar.

4 A Art. 32 LRJSP pág. 28 La regla general es que la Administración responde de las lesiones que sufra el
particular como consecuencia del funcionamiento, normal o anormal, de los servicios públicos. La única
excepción que rompe ese deber de reparar es la fuerza mayor, es decir, el suceso externo, imprevisible e
inevitable ajeno a la actividad administrativa. Debe distinguirse del caso fortuito, que sí genera obligación de
indemnizar porque se considera ligado al propio servicio. La petición del afectado, lógicamente, no exime de
nada.

5 B Art. 67 LPACAP pág. 32 El derecho a reclamar por los daños causados por la Administración caduca al año
desde que ocurre el hecho dañoso o desde que se manifiesta su efecto lesivo. En daños físicos o psíquicos a las
personas, ese año empieza a contar desde la curación o desde que se conoce el alcance definitivo de las
secuelas. Debe distinguirse este plazo anual de otros plazos más largos que rigen en el ámbito civil, pues aquí el
límite es estrictamente de un año.
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